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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / RECLAMO DE RETROACTIVO PENSIONAL / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEFINICIÓN LEGAL Y JURISPRUDENCIAL / NO SE RECURRIÓ LA DECISIÓN NEGATIVA DE COLPENSIONES.
… si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales…
… teniendo en cuenta que a la señora DIANA YANETH ya se le reconoció la pensión de invalidez y que lo que está discutiendo con Colpensiones es si le asiste o no el derecho al reconocimiento y pago del retroactivo pensional, es claro que ella cuenta, como ya se señaló, con otros medios judiciales y administrativos para obtener la revisión de esa situación, y por ende, no resulta ser la tutela el mecanismo judicial idóneo para hacerlo, pues no se está usando como un mecanismo residual, sino como uno principal.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la accionante DIANA YANETH GUZMÁN CASTRO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 05 de enero de 2021, mediante el cual resolvió negar la solicitud de amparo Constitucional reclamada por la impugnante en contra de COLPENSIONES.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Del escrito de tutela presentado por la señora GUZMÁN CASTRO, se puede extraer como relevante para el presente asunto lo siguiente: 
· Es una mujer de 47 años de edad que ha cotizado para pensión en el régimen de prima media administrado en la actualidad por Colpensiones, durante 15 años.
· En los últimos tres años su estado de salud se ha venido deteriorando, razón por la cual estuvo incapacitada más de 1100 días, lo que condujo a la EPS SOS, a la cual se encuentra afiliada, a que procediera a calificar su pérdida de capacidad laboral, determinando el 17 de octubre de 2019 que la misma se encuentra disminuida en un 53.57%, por una enfermedad de origen común y con fecha de estructuración el 14 de marzo de 2019.
· Dada lo anterior, la libelista, presentó ante Colpensiones solicitud de reconocimiento pensional el 20 de abril de 2020, la cual le fue resulta el 18 de septiembre de esa misma anualidad mediante resolución SUS-200650, reconociéndole el pago de pensión de invalidez, pagadera a partir del 1° de octubre de ese mismo año, pero sin el reconocimiento del retroactivo por cuanto para el estudio de la procedibilidad de ese reconocimiento en el caso concreto, se requerían unos documentos actualizados. 

· Inconforme con la negativa del reconocimiento y pago del retroactivo pensional, la señora DIANA YANETH remitió el 06 de octubre de 2020, estando dentro del término legal para hacerlo, recurso de reposición y en subsidio de apelación en contra de la resolución atrás mencionada. 
Dado lo anterior, considera la accionante que Colpensiones vulnera sus derechos fundamentales a la seguridad social, debido proceso, igualdad, mínimo vital y dignidad humana, pues transcurridos más de dos meses desde la interposición de los recursos en contra del acto administrativo que le negó el reconocimiento y pago del retroactivo de su pensión de invalidez, a la fecha nada le han contestado al respecto. 

Así las cosas, solicitó que se tutelen sus derechos fundamentales y en consecuencia se le ordene a Colpensiones dar respuesta de fondo a los recursos interpuestos, indicando además la fecha en que será pagado el retroactivo reclamado. 
ANTECEDENTES PROCESALES:

1. Admisión: 

El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 21 de diciembre de 2020, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones, por intermedio de la Gerencia Seccional Risaralda, de igual manera se vinculó al Gerente Nacional de Reconocimientos, al Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones Económicas y al Director de Acciones Constitucionales, todos de esa misma entidad, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción, frente a lo narrado por la accionante. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, la Dra. Malky Katrina Ferro Ahcar, Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales de Colpensiones, presentó un escrito mediante el cual argumentó que la resolución por medio de la cual Colpensiones reconoció el pago de la pensión de invalidez de la accionante quedó en firme el 05 de noviembre de 2020, toda vez que contra el mismo no se interpuso recurso alguno. Que si bien es cierto la señora DIANA remitió un correo el 06 de octubre de 2020 por medio del cual pretendió interponer recursos, el mismo se le respondió al día siguiente indicándole que los formularios PQRS no eran el canal para la atención de ese tipo de asuntos, y que debía consultar cuál era el medio idóneo para la presentación del documento que pretendía remitir. Con posterioridad a eso, no se tiene conocimiento de que ella hubiese remitido documento alguno respecto al asunto. 
Por otro lado, indicó que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para perseguir el reconocimiento de un retroactivo pensional, que para ello la accionante, cuenta que otros mecanismos idóneos. 

En suma, pidió que se desestime la presente acción. 

3. Fallo de primer nivel: 

Al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió mediante sentencia del 05 de enero de 2021, negar el amparo de los derechos reclamados, al considerar que en el presente asunto no se acreditó el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, además, con la respuesta dada por la accionada es claro que la parte actora no ha realizado las actuaciones jurídicas necesarias para lograr lo pretendido mediante tutela.  Por otra parte, consideró el fallador que dentro del presente asunto tampoco se observa la existencia de un perjuicio irremediable porque la inconformidad planteada por la accionante frente al acto administrativo que le reconoció su pensión no es suficiente para decir que existe una vulneración de derechos que se deba conjurar mediante tutela. 
Finalmente, señaló el A-quo que en el presente asunto es evidente que la señora GUZMÁN CASTRO cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para buscar el reconocimiento del retroactivo pensional que pretende. 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legalmente previsto, la señora DIANA YANETH GUZMÁN CASTRO, presentó escrito impugnando la decisión de instancia por considerar errada la misma, indicando para ello, que sí presentó dentro del término legalmente establecido el recurso de reposición y subsidio de apelación el cual remitió por medio del aplicativo PQRS de Colpensiones, anexando para ello los formularios de prestaciones económicas, de no pensión y de información de la EPS. Adicionalmente, señaló que si bien es cierto recibió un correo el 07 de octubre de 2020 por parte de Colpensiones, en donde se le señalaba que para el trámite que ella requería hacer era necesario que se acercara de forma personal a un PAC de la entidad, ella no se encontraba en condiciones de hacer tal cosa dadas sus patologías que le hacen ser más propensa a contagiarse de Covid. Además de eso, afirma que dentro de los 30 días posteriores a la radicación de su inconformidad, en ningún momento se le solicitó por parte de la accionada, que procediera a la corrección de los formularios. Como sustento de sus afirmaciones, anexó a su escrito el email que le enviara la encartada el 07 de octubre de 2020.
En ese orden de cosas, considera que la decisión del juez de instancia no es congruente con la protección a los derechos fundamentales que se le debe brindar a una persona en situación de debilidad manifiesta, razón por la cual solicita que se revoque la decisión de instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 
2. Problema jurídico: 

Le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho en cuanto en el presente asunto era necesario negar el amparo solicitado de acuerdo a las pruebas allegadas al proceso, o por el contrario, se debería proceder a conceder el amparo solicitado. 
3. Solución:  

Antes de entrar a realizar pronunciamiento alguno respecto al problema jurídico acá propuesto, encuentra la Sala que resulta importante señalar ciertos puntos que no deben ser discutidos, toda vez que sobre los mismos existe certeza en el presente asunto:
1. A la accionante se le calificó por parte de la EPS a la que se encuentra afiliada, la pérdida de capacidad laboral en un 53.57%, con fecha de estructuración el 14 de marzo de 2019. Contra dicha determinación no se interpuso recurso alguno. 
2. El 18 de septiembre de 2020 mediante resolución SUS-200650, de esas calendas, Colpensiones le reconoció a la señora GUZMÁN CASTRO, la pensión de invalidez, pero le negó el pago del retroactivo pensional por cuanto los documentos para tal fin estaban desactualizados. 

3. El 06 de octubre de 2020, la accionante remitió por medio del aplicativo PQRS de Colpensiones, recurso de apelación en contra de la resolución en mención.
4. El 07 de octubre de ese mismo año, Colpensiones le informa vía correo electrónico a la actora, que el canal de PQRS no es el medio idóneo para poder dar trámite a su recurso y que el mismo debe ser entregado en una PAC -punto de atención de Colpensiones-. 

Teniendo claro lo anterior, resulta importante entonces recordar que la acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

De tal manera, para entrar a analizar el problema jurídico acá propuesto, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, la señora Diana Yaneth Guzmán es la titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos.
De igual manera, podemos decir que está superado el aspecto de la inmediatez, porque el acto administrativo que se reprocha, data del mes de septiembre de 2020, esto quiere decir que la tutela se ha interpuesto dentro de un lapso razonable.
Sin embargo, no sucede lo mismo con el presupuesto de la subsidiariedad o residualidad, el cual, en sentir de la Sala, no se encuentra superado en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen: 
El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales, sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, teniendo en cuenta que en el presente asunto Colpensiones ha dejado claro que el acto administrativo por medio del cual se le reconoció la pensión de invalidez a la accionante, quedó ejecutoriado desde el 05 de noviembre de 2020, incluyendo la parte que le negó el reconocimiento del pago del retroactivo, ello por cuanto la actora no presentó los recursos en contra del mismo de la forma adecuada, es evidente entonces que a ella le asisten otros medios judiciales para atacar lo allí decidido, como lo son la jurisdicción administrativa para solicitar la nulidad del acto administrativo referido párrafos atrás, la jurisdicción laboral para pedir el reconocimiento y pago del retroactivo pensional, tal como lo señala el numeral 4º del artículo 2º del Código de Procedimiento Laboral; e incluso, tiene la posibilidad de solicitarle nuevamente a Colpensiones, allegando los documentos actualizados que sustente lo pedido, que le reconozca y pague esos dineros que reclama.

Así las cosas, teniendo en cuenta que a la señora DIANA YANETH ya se le reconoció la pensión de invalidez y que lo que está discutiendo con Colpensiones es si le asiste o no el derecho al reconocimiento y pago del retroactivo pensional, es claro que ella cuenta, como ya se señaló, con otros medios judiciales y administrativos para obtener la revisión de esa situación, y por ende, no resulta ser la tutela el mecanismo judicial idóneo para hacerlo, pues no se está usando como un mecanismo residual, sino como uno principal. 
Por otra parte, considera esta Colegiatura, que tampoco es procedente la tutela en el presente asunto, puesto que no se acredita cuál es el perjuicio irremediable que se le está causando a la accionante en este momento por el no reconocimiento y pago del retroactivo que reclama, dado que no requiere esos dineros para satisfacer sus necesidades básicas o su mínimo vital, ya que a pesar de que Colpensiones no le reconoció el derecho a ese pago, sí le reconoció el derecho a la pensión de invalidez, lo que permite entrever que ella en la actualidad ya debe estar recibiendo su mesada pensional, toda vez que el acto administrativo de reconocimiento ya quedó en firme.
Finalmente, y en el remoto caso de que la acción de tutela fuera procedente en el presente asunto, debe decir la Sala que no podría brindarse la protección constitucional reclamada por la señora GUZMÁN CASTRO, por cuanto revisado el expediente, se tiene tanto por lo dicho por la entidad accionada en su respuesta, como por lo anexado por la misma actora a su escrito de impugnación, que en efecto Colpensiones le informó mediante un oficio enviado al email que ella tiene registrado con esa entidad, que el módulo de PQRS existente en la pagina web de ellos, no era el canal idóneo para presentar ese recurso, pues para eso debía acercarse a un PAC de la entidad; igualmente, en dicha comunicación le informaron los documentos que debía anexar a su recurso, lo cual es evidente la accionante no hizo, sin que sea de recibo por parte de esta Colegiatura, que indique que no realizó tal cosa por temor a contagiarse de Covid, pues si bien es cierto es comprensible que tema por su salud dadas sus patologías, no hay dentro del expediente nada que permita entrever que esas son de tal gravedad que le impidan salir de su residencia dada su propensión a contraer el virus, y mucho menos se evidencia algo que haga dilucidar que ella intentó ponerse en contacto con Colpensiones para exponer su situación y pedir alguna solución alternativa. Teniendo en cuenta lo que viene diciéndose, se confirmará la decisión de primera instancia en cuanto negó el amparo reclamado por no evidenciarse en el actuar de la entidad accionada vulneración alguna de los derechos fundamentales de su afiliada. 

En ese orden de ideas, concluye esta Colegiatura que si bien es cierto fue acertada la decisión de primera instancia de negar la tutela por no evidenciarse vulneración alguna de los derechos reclamados, también es igual de acertado indicar que ese análisis de fondo de la situación planteada por la señora DIANA YANETH GUZMÁN no debió hacerse, puesto que antes de ello se debió realizar el estudio de procedibilidad de la tutela para el caso concreto, lo que hubiese dado como resultado que se declarara la misma como improcedente por no cumplir el requisito de subsidiariedad. Así las cosas, se revocará la decisión de primera instancia, para en su lugar declarar improcedente la acción constitucional interpuesta, ello por las razones ya argüidas.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en su Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el numeral primero del fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 05 de enero de 2021, por medio de la cual se negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por la señora DIANA YANETH GUZMÁN CASTRO, en contra de COLPENSIONES, para en su lugar DECLARAR que la presente acción constitucional es improcedente, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.
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